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Comentario General. 

Una vez más debemos insistir en que esta ley no ha contado con el acuerdo de 

nuestro sindicato ya que de manera inicial no se han dado los requisitos previos que 

enmarcan todo proceso de negociación de buena fe y con el objetivo de llegar a un 

consenso sobre el objeto considerado como es la principal norma reguladora de la 

actividad de las mutuas.  

Tanto los sucesivos borradores del proyecto de ley como las modificaciones parciales 

del mismo han sido elaborados de manera descuidada, con una visión parcial del 

ministerio en la materia a regular y, lo que es peor, se han dado evidentes muestras de  

arrogancia desde el Ministerio al rechazar sin discutir seriamente las razonables 

aportaciones y correcciones que todos los interesados hacíamos llegar para la mejora 

de dichos documentos 

De manera resumida podemos considerar que el proceso negociador ha sido 

sustituido por una serie de actos informativos por parte del Ministerio de Empleo 

trufados con nuestra presencia en los organismos institucionales de obligatoria 

consulta como el Consejo Económico y Social o la Comisión Permanente del Pacto de 

Toledo y obviando a otros  organismos a los que afectan las modificaciones como la 

Comisión Nacional de Seguridad y Salud en el Trabajo. 

Pero si esto ha sucedido en el aspecto formal o procedimental, algo similar aconteció 

respecto al contenido de la norma que en un principio pensábamos iba dirigida a 

resolver los desequilibrios y desigualdades que adolecía la norma originaria, si bien el 

resultado final ha sido que no sólo no se han corregido tales deficiencias, sino que 

éstas se han visto agravadas en el proceso de validación en sede parlamentaria  

La evaluación, como decimos, es negativa y la valoración final puede resumirse en 

que en el texto final se evidencia el poderoso influjo corporativo de las mutuas y de los 

partidos políticos que de un modo u otro se posicionan a favor de la defensa de los 

intereses económicos empresariales, mientras que se favorece el debilitamiento de la 

protección social de la salud, que es un reflejo inmediato  del proceso de ataque a los 

derechos de los trabajadores/as en nuestro país. 

También podemos resaltar como resultado final de la ley la falta de verdaderos 

instrumentos que permitan la corrección de la opacidad en la gestión de las mutuas, 

por ejemplo, al debilitar el actual sistema de participación de los trabajadores en estos 

organismos colaboradores en sus Comisiones de Control y Seguimiento o de 

Prestaciones Especiales. 

Simultáneamente se percibe nítidamente un nuevo impulso a la privatización y  por 

etapas del Sistema de la Seguridad Social y de la Sanidad española, ya que no 

podemos olvidar que más del 96,04% de los trabajadores están sometidos al régimen 
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de mutuas patronales que, además gestionan la Incapacidad Temporal por 

Contingencia Común en un 77,58%, actividad a la que radicalmente se opone nuestro 

Sindicato que históricamente reivindica que sea el INSS el que gestione la prestación 

económica por ITCC y que sean los Servicios Públicos de Salud los que presten la 

asistencia sanitaria adecuada. . 

Igualmente no se dan normas precisas en la corrección de los desequilibrios 

patrimoniales, financieros, salariales, de gestión, organizativos, de control o de 

relación con la Seguridad Social. La configuración y estructuración del texto tampoco 

contribuye a dar claridad al objeto regulado y dificulta innecesariamente su clara 

comprensión. 

Además nos encontramos que se amplían las desigualdades territoriales ya que la 

norma permite una planificación de actuaciones preventivas independientes por parte 

de las Comunidades Autónomas y que será aprobada por el Estado. Esta modificación 

propuesta por los partidos nacionalistas en el paso de la ley por el Senado producirá el 

desequilibrio en la atención preventiva prestada a los trabajadores y empresarios por 

el sistema de mutuas. 

También las sociedades de prevención y sus trabajadores sufrirán las consecuencias 

negativas de esta ley ya que les obliga a su rápida extinción y consiguientemente a 

malbaratar bienes y patrimonio y, como correlato a lo que actualmente ocurre en el 

mercado contractual en nuestro país, los trabajadores verán peligrar su sueldo y 

condiciones laborales, en el caso de que puedan mantener su puesto de trabajo. 

En resumen una nueva reforma que empeora la situación inicial, recoge la mayoría de 

los postulados propios de ciertos sectores políticos y económicos, prosigue en el 

objetivo no declarado pero evidente de debilitar los derechos de los trabajadores y 

complica la gestión económica y asistencial del sistema de mutuas sin resolver los 

evidentes problemas que le afectan. 

De manera breve comentaremos algunas de las modificaciones más relevantes del 

texto legislativo tras su publicación en el BOE, pues el resto de contenidos ya han sido 

comentados en anteriores informes que os hemos ido trasladando a medida que iba 

produciéndose la tramitación de la norma: (Ver Circulares SPSC: 41/14-44/14; y SLMA 

091/14-095/14-108/14-131/14)  

 

En su artículo 68. Definición y objeto. 

El cambio en la definición de Mutuas colaboradoras con la Seguridad Social da un 

nuevo sentido a la anterior expresión (Mutuas colaboradoras de la Seguridad Social) 

pone de relevancia dos dimensiones, la separación de estos organismos y su 

autonomía y, por otra parte, el apoyo que prestan a la Seguridad Social en el ejercicio 

de sus funciones. Se configuran así como entidades cada vez más autónomas y 

alejadas del control público necesario y como entidades fundamentales para cubrir la 
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asistencia que no da directamente la Seguridad Social, es pues una vía mucho más 

segura para la futura privatización de la misma. 

En el mismo sentido y artículo no se limita, sino que se hace posible de manera 

expresa la ampliación de nuevas prestaciones y, además, actividades que puedan ser 

delegadas o encomendadas por la Seguridad Social.  

 

En el art.71 sobre los órganos de gobierno y participación, en su punto 4. 

Sobre los órganos de participación se establece una confusa mezcolanza sobre 

funciones, retribuciones y responsabilidades, que merecía una separación más 

clarificadora, si bien nos tememos que lo que se busca es todo lo contrario, ya que 

intenta establecer límites retributivos al personal de dirección pero los libera 

seguidamente al ponerlos en relación comparativa con lo establecido en el libre 

mercado. 

Valga lo anteriormente dicho sobre el personal de Dirección, y como antítesis nos 

encontramos que para el personal no directivo se regulan estrechamente sus 

percepciones y se vinculan a los Presupuestos Generales del Estado, siendo 

necesaria autorización ministerial para la contratación de planes de pensiones, 

seguros colectivos y planes de previsión social 

De manera similar la composición de la Comisión de Control (punto 5) no se define 

claramente y se deja a un posterior desarrollo normativo en el que pretenden 

resolverse las mismas contradicciones que ahora se crean en la ley, concretamente el 

lugar que ocuparán los representantes de los trabajadores autónomos en la Comisión, 

el grupo de representación en donde se ubicarán, mantenimiento o eliminación de la 

paridad, plazo de integración, etc. 

De cualquier forma sobre esta cuestión UGT tratará de seguir manteniendo el diseño y 

equilibrio actuales de estos organismos conforme se desarrolle el reglamento 

anunciado en la ley, (puesto que El Ministerio de Empleo y Seguridad Social regulará 

la composición y régimen de funcionamiento de las Comisiones de Control y 

Seguimiento, previo informe del Consejo General del Instituto Nacional de la 

Seguridad Social), intentando no se vea vulnerado el derecho de representación de los 

trabajadores. 

 

En el Art.74 Patrimonio y régimen de la contratación en su punto 2. 

La modificación introducida supone que las mutuas podrán alquilar los bienes 

inmuebles a precio de mercado y percibir por ellos ingresos que incrementarán su 

patrimonio histórico. 
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No podemos entender como un patrimonio constituido en su mayor parte con cuotas 

de naturaleza público-social se puede poner íntegramente al servicio de 

organizaciones de naturaleza privada, para obtener un beneficio que se revierte en su 

totalidad en las mismas sin tomar en consideración el conjunto del sistema público al 

que deben su existencia. 

Igual de incomprensible resulta la facultad otorgada a las mutuas para “cobrar” parte 

de los incentivos empresariales por descenso de las contingencias profesionales 

“bonus” para incrementar aún más sus bienes y patrimonio, sin habilitar 

complementariamente un sistema de control y supervisión que impida 

aprovechamientos indebidos o que, no se fijen unos necesarios y precisos límites para 

el importe de dichos beneficios, todo ello si recordamos que el empresario depende de 

las indicaciones de la propia mutua a la que se vincula y , de manera especial, si se 

trata de pequeñas empresas a los que dicha “aportación a la mutua” puede resultarles 

más disuasoria que incentivadora en el objetivo de reducción de la accidentalidad. 

 

En el artículo 75 bis. Excedentes y Fondo de Contingencias Profesionales de la 

Seguridad Social. 

Se trata de una de las escasas mejoras que contiene el texto de la reforma y que 

además ha sido propuesta de manera particular por nuestro sindicato en la Comisión 

del Pacto de Toledo. 

Esta innovación  supone que los fondos económicos que nutren las ayudas que 

distribuyen las Comisiones de Prestaciones Especiales de las mutuas, que estaban 

reguladas mediante sus Estatutos en diferentes cuantías y proporciones, pasan a ser 

contempladas por ley y a tener un carácter obligatorio, un límite preciso y un 

reconocimiento legal que la mutua debe cumplir. 

 

En la Disposición adicional sexta. Retribuciones del Personal Facultativo de las 

Mutuas. 

Esta nueva disposición posibilita que los facultativos de las Mutuas superen las 

retribuciones de los Directores Gerentes de las propias Mutuas. Resulta alarmante que 

esta excepción se haga exclusivamente con los profesionales que tienen que controlar 

la IT de los trabajadores. Si unimos esta disposición a lo recogidos en el artículo 

74.2.c, mediante el cual las Mutuas podrán percibir de las empresas que contribuyan 

eficazmente a la reducción de las contingencias profesionales de la Seguridad Social 

parte de esos incentivos. Nos encontramos con políticas cuyo objetivo no es luchar 

contra el fraude, sino reducir los periodos de baja laboral de los trabajadores y las 

calificaciones profesionales de las incapacidades. Incentivos de este tipo asignado han 

sido ya recusados por los tribunales de justicia en otros ámbitos. 
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En el Artículo Único. Apartado 2. Modificación de la Disposición Adicional 

Undécima. 

En primer lugar, queremos hacer constar nuestro total desacuerdo a que las Mutuas 

de Accidentes de Trabajo y Enfermedades Profesionales de la Seguridad Social 

gestionen las prestaciones económicas por incapacidad temporal derivada de 

contingencias comunes. Por ello, solicitamos que esta gestión sea realizada 

directamente por las Entidades Gestoras de la Seguridad Social, porque entendemos 

que es la manera más ecuánime de gestionar esta prestación, ya que las MATEPSS, 

se conforman como asociaciones de empresarios, y por tanto pueden entrar en 

conflicto de intereses en la gestión de la prestación,  pudiendo resultar los trabajadores 

perjudicados por la privatización de dicha gestión. Por tanto, la totalidad del contenido 

de esta Disposición Adicional Undécima debería haber sido suprimido. 

Entrando al estudio de los contenidos concretos de este Apartado 2, el punto tercero 

desarrolla las propuestas de alta que pueden realizar las MATEPSS. Hay que destacar 

que este procedimiento ya fue desarrollado en el RD 625/2014, de 18 de julio, en la 

misma fecha en la que el Consejo de Ministros aprobó el Proyecto de Ley de Mutuas, 

dándose la circunstancia que ambos textos presentaban ya entonces diferencias 

substanciales al respectos, diferencias que se han mantenido ya que durante el trámite 

parlamentario no se han modificado. En este apartado se han incremento las 

competencias de las mutuas en el control de la IT derivada de contingencias comunes 

que se recogían en el RD 625/2014, que a su vez incrementó las ya existentes, en 

concreto esta Ley: 

 Posibilita recurrir ante el INSS cuando los SPS denieguen las propuestas de 

alta, lo que supone en última instancia establecer una jerarquía procedimental 

que hasta este momento no existía, y que concluye un procedimiento en el que 

los facultativos responsables de la atención de los trabajadores incapacitados 

han ido perdiendo competencias y control sobre esta prestación, a favor de 

órganos de control cuyo interés es meramente económico, siendo su objetivo 

primordial es conseguir la reducción del gasto y número de días de baja. 

 Posibilita la comunicación directa con los facultativos de Atención Primaria, 

responsables de la atención de los trabajadores, hasta este momento esta 

comunicación se realizaba a través de las Unidades de Inspección de los 

Servicios Públicos de Salud, lo que sin duda alguna incrementará el control 

sobre las actuaciones de los facultativos, ya de por sí excesivamente auditadas 

( hasta ahora lo eran por las propias unidades de Inspección de los Servicios 

Públicos de Salud y los servicios de inspección del INSS). Estas injerencias por 

parte de las Mutuas pueden llegar a alterar la libertad de prescripción y criterios 

clínicos de los profesionales de los Servicios Públicos de Salud. 
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 Por otra parte, en el Real Decreto se estableció un procedimiento de 

suspensión cautelar de la prestación económica por IT en caso de 

incomparecencia a los reconocimientos médicos que en esta Ley se modifican 

a favor de las Mutuas, puesto que asigna la competencia de decidir sobre la 

justificación o no de las incomparecencias, incluso en los reconocimientos 

médicos de los propios Servicios Públicos de Salud, competencias que el RD 

625/2014 asignaba a las Direcciones Provinciales del INSS.  

En el apartado 5, se reconoce a las MATEPS la posibilidad de realizar pruebas 

diagnósticas y tratamientos rehabilitadores. Admitiendo que el primer interés debe ser 

el restablecimiento de la salud de los trabajadores y que adelantar estas pruebas y 

tratamientos pudiera resultar beneficioso para la recuperación de los trabajadores, hay 

que tener en cuenta algunas cuestiones: En primer lugar, que los Servicios Públicos 

de Salud son los que tienen competencia para realizar la prestación sanitaria en IT 

derivada de contingencias comunes, por lo que en ningún caso se podrá obligar a los 

trabajadores a recibir dicha asistencia sanitaria fuera del SNS. En segundo lugar, que 

esa atención sanitaria por parte de las MATEPSS tiene un coste que será sufragado 

con cotizaciones de la Seguridad Social, lo que supone una utilización irregular de 

esos créditos. 

El punto 6, convierte a las MATEPSS en empresas privadas de servicios sanitarios en 

lugar de entidades sin ánimo de lucro. Existe lucro desde el momento en que existen 

compensaciones por la prestación sanitaria derivada de los convenios y acuerdos que 

se celebren con las Entidades Gestoras de la Seguridad Social y los Servicios 

Públicos de Salud. Existe lucro igualmente en los conciertos con las entidades 

privadas que se establezcan por la realización de pruebas diagnósticas y tratamientos 

que se requieran. Que los derechos de créditos generados por los convenios, 

acuerdos y conciertos sean recursos públicos no exime ese carácter lucrativo de 

dichas actividades, además hay que tener en cuenta que los derechos a créditos serán 

aquellos una vez descontados los gastos por la prestación que pueden ser realizados 

por terceros que tendrán su beneficio empresarial correspondiente. Por último, esta 

incorporación al mercado sanitario de las MATEPSS, además de suponer lucro, 

contribuye a la privatización de los recursos públicos sanitarios y a una competencia 

desleal con el resto del sector sanitario privado. 

En definitiva valoramos negativamente el resultado de la reforma tanto por la 

metodología empleada como los resultados obtenidos que apenas recogen nuestras 

justas pretensiones dedicadas a la mejora de las condiciones de los trabajadores/as y 

a la sostenibilidad del Sistema Público de la Seguridad Social. Sin embargo nuestro 

sindicato está intensamente comprometido en la sustitución futura de esta ineficaz y 

tendenciosa norma, así como en su amplia corrección en el proceso de confección 

reglamentaria que viene asociada a la misma. 

 

 


